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RECURSO DE APELACIÓN: 672/2026 

ORIGEN: 

[No.1]_ELIMINADA_la_información_corresp

ondiente_a_una_persona_relacionada_con_

un_procedimiento_administrativo_[76] 

JUICIO EN MATERIA ADMINISTRATIVA: 

[No.2]_ELIMINADA_la_información_corresp

ondiente_a_una_persona_relacionada_con_

un_procedimiento_administrativo_[76] 

ACTOR: 

[No.3]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] 

(RECURRENTE) 

AUTORIDAD DEMANDADA: AYUNTAMIENTO 

DE ZAPOPAN, JALISCO.  

MAGISTRADA PONENTE:  

FANY LORENA JIMÉNEZ AGUIRRE 

 

GUADALAJARA, JALISCO, A 03 TRES DE JUNIO DEL 2026 DOS 

MIL VEINTISÉIS. 

 

V I S T O S los autos para resolver el recurso de Apelación que hace 

valer la Parte Actora en el Juicio en Materia Administrativa: 

[No.4]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionad

a_con_un_procedimiento_administrativo_[76], y;  

 

R E S U L T A N D O 

 

1.- Mediante acuerdo del 17 diecisiete de octubre del año 2025 dos 

mil veinticinco, la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria de este Órgano 

Jurisdiccional admite el Recurso de Apelación planteado el 26 veintiséis de 

septiembre anterior, interpuesto por [No.5]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] 

Abogado Patrono de [No.6]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1] Parte Actora, 

en contra de la sentencia definitiva dictada el día 10 diez del último mes citado, 

que declaró la prescripción del cobro por impuesto predial y la nulidad de la 

determinación del crédito fiscal impugnado en el presente Juicio en Materia 

Administrativa 

[No.7]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionad

a_con_un_procedimiento_administrativo_[76]. 
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2.- Con oficio 2491/2026 presentado ante esta Tercera Ponencia, el 

Secretario General de Acuerdos de este Órgano Jurisdiccional informó que en 

acuerdo dictado en la Quinta Sesión Ordinaria de esta Sala Superior, se dio cuenta 

del distinto oficio 323/2026 suscrito por el Magistrada Presidenta de la Primera 

Sala Unitaria, mediante el cual se remite el presente expediente original del Juicio 

Administrativo 

[No.8]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionad

a_con_un_procedimiento_administrativo_[76], por lo que se designó como 

Ponente a la Magistrada FANY LORENA JIMÉNEZ AGUIRRE, Mesa 4, para 

pronunciar el proyecto de resolución correspondiente, ordenando girar el oficio en 

mención, formar el actual Expediente de Recurso de Apelación 672/2026, y remitir 

los presentes autos.  

 

C O N S I D E R A N D O 

 

I.- COMPETENCIA. Esta Sala Superior es competente para conocer 

y resolver el presente recurso de Apelación, encuentra su fundamento en lo previsto 

por los artículos 65 y 67, de la Constitución Política de la Entidad, 7, 8 numeral 1, 

fracción I, de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado, y 

96 al 102 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado. 

 

II. PROCEDENCIA. El recurso de Apelación es procedente al 

interponerse en contra de la sentencia definitiva, que como ya se dijo, declaró la 

nulidad de ciertos actos administrativos impugnados, hipótesis que es acorde a lo 

dispuesto en la fracción I del artículo 96 de la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de Jalisco, al ser el presente asunto de cuantía determinada que excede de 

setecientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización 

 

III. OPORTUNIDAD. El presente medio de defensa se promovió 

oportunamente, con fecha 26 veintiséis de septiembre del año 2025 dos mil 

veinticinco, de acuerdo a los artículos 12, 99 primer párrafo, de la Ley de Justicia 
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Administrativa del Estado de Jalisco, ya que la sentencia recurrida le fue notificada 

mediante Boletín Electrónico el día 17 diecisiete del mismo mes.  

 

Entonces, si dicha notificación surtió efectos al tercer día hábil siguiente (22 

de septiembre) de conformidad a lo establecido en el artículo 12 de la Ley de 

Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, se obtiene que el término para la 

presentación del presente recurso de apelación corrió del 23 veintitrés de 

septiembre al 30 treinta de septiembre del 2025 dos mil veinticinco.   

Para lo cual, no se contabilizaron los sábados y domingos, de 

conformidad con lo establecido en el artículo 20, de la Ley de Justicia Administrativa 

del Estado de Jalisco.  

 

IV. LEGITIMACIÓN. El recurso de apelación se interpuso por parte 

legítima, toda vez que el pliego de agravios fue presentado por la parte actora, parte 

procesal que en términos del artículo 96, ibidem, tiene interés en que sea revocado 

el sentido de la resolución controvertida. 

 

V. RESOLUCIÓN RECURRIDA. Declaró la prescripción del cobro 

del impuesto predial por periodos comprendidos desde el sexto bimestre del año 

2017, hasta el cuarto bimestre del año 2019, respecto del inmueble propiedad del 

actor; así como sus respectivos recargos, actualizaciones, gastos de ejecución y 

multas. 

 

La sala unitaria también declaró la nulidad para efectos de la 

determinación del crédito fiscal por concepto de impuesto predial respecto del 

mismo inmueble en lo que corresponde a los periodos comprendidos en que no se 

decretó la prescripción, es decir, de los periodos del quinto bimestre de 2019 al 

sexto bimestre de 2024. 

 

Resolución de la que resulta innecesaria su transcripción, dado que 

tal omisión en nada agravia al recurrente, si en el presente fallo se realiza un 

examen de los fundamentos y motivos que sustentan la resolución recurrida a la 

luz de los preceptos legales y a la de los agravios esgrimidos. 
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Al respecto encuentra aplicación analógica, la tesis emitida por el 

entonces Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 

406, Tomo IX, Semanario Judicial de la Federación, abril de 1992, Octava Época, 

que dice: 

 

"ACTO RECLAMADO. NO ES NECESARIO TRANSCRIBIR SU 

CONTENIDO EN LA SENTENCIA DE AMPARO.—De lo dispuesto 

por el artículo 77, fracción I, de la Ley de Amparo, sólo se infiere la 

exigencia relativa a que las sentencias que se dicten en los juicios 

de amparo contengan la fijación clara y precisa de los actos 

reclamados, y la apreciación de las pruebas conducentes para tener 

o no por demostrada su existencia legal, pero no la tocante a 

transcribir su contenido traducido en los fundamentos y motivos que 

los sustentan, sin que exista precepto alguno en la legislación 

invocada, que obligue al juzgador federal a llevar a cabo tal 

transcripción, y además, tal omisión en nada agravia al quejoso, si 

en la sentencia se realizó un examen de los fundamentos y motivos 

que sustentan los actos reclamados a la luz de los preceptos legales 

y constitucionales aplicables, y a la de los conceptos de violación 

esgrimidos por el peticionario de garantías." 

 

VI. ESTUDIO Y CALIFICACIÓN DE LOS AGRAVIOS.  

  

En fundado en parte e inoperante en otra, el agravio hecho valer por 

la parte actora, lo que obliga a confirmar la sentencia recurrida de acuerdo a los 

fundamentos y motivos siguientes: 

 

En su agravio primero que en realidad es el único de su escrito de 

recurso de apelación, la recurrente dice que la sentencia que mediante el presente 

impugna, viola el principio de congruencia, legalidad, acceso a la justicia, la debida 

fundamentación, motivación y exhaustividad, porque el A quo ignoró el acto 

impugnado señalado en la demanda inicial, consistente en “Resolución 

determinante del valor fiscal del inmueble…”, lo que dice, no estudió y tiene como 

impugnado un acto que no se señaló en la demanda. 
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Agrega que de haber estudiado la sentencia, las garantías de debida 

fundamentación y motivación, como la de legalidad tributaria, habrían encaminado 

a declarar una nulidad lisa y llana de fondo. 

 

Sigue diciendo que lo anterior, porque negó la actualización de los 

elementos de la contribución que originó el crédito fiscal por impuesto predial y que, 

al omitir la autoridad, exhibir las constancias que desvirtuaran esa negativa, daba 

lugar a que se le tuvieran por ciertas esas manifestaciones y declarar la nulidad lisa 

y llana de fondo de la resolución impugnada porque ello implica, dice, que se le 

finca un crédito fiscal por una contribución que no se demostró en el momento 

procesal oportuno, ya sea el sujeto, el objeto, la base gravable o la aplicación de la 

tarifa correcta. 

 

Continúa alegando que al encontrar la indebida motivación incide 

directamente en los elementos de la contribución como es la forma en que se 

determinó la base gravable o valor fiscal, lo que asegura traducirse en una violación 

de fondo, no de forma. 

 

Que entonces, al haberse reconocido que el valor fiscal del inmueble 

se determinó de forma ilegal, al no haberse demostrado que se hubieran utilizado 

los métodos, cálculos y elementos adecuados, la contribución también será ilegal, 

evidenciando, dice una violación de fondo que no amerita una nulidad para efectos, 

por lo que asegura que debe revocarse la sentencia recurrida para en su lugar 

declarar la nulidad lisa y llana del crédito fiscal impugnado, liberándolo de sus 

efectos y consecuencias, para que se impida a la autoridad la emisión de esa 

resolución. 

 

Para mejor comprensión de la cuestión planteada se traen a relación 

los antecedentes suscitados en el expediente de origen, mismos que versan en el 

orden siguiente: 

 

En el capítulo de resolución administrativa que se impugna del escrito 

inicial de demanda la parte actora señaló como tal: 
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“Crédito fiscal por el impuesto predial relativo a la 

cuenta predial 

[No.9]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_perso

na_relacionada_con_un_procedimiento_administrativo_[76] en el 

municipio de Zapopan, Jalisco, en cantidad de 

[No.10]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_pers

ona_relacionada_con_un_procedimiento_administrativo_[76] 

“Resolución determinante del valor fiscal del inmueble 

de cuenta predial 

[No.11]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_pers

ona_relacionada_con_un_procedimiento_administrativo_[76] en el 

municipio de Zapopan, Jalisco” 

 

En el acuerdo admisorio de demanda, la misma se tuvo como acto 

administrativo impugnado,  

 

“La determinación del crédito fiscal por concepto de 

impuesto predial del inmueble con cuenta predial 

[No.12]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_pers

ona_relacionada_con_un_procedimiento_administrativo_[76] 

ubicado en la [No.13]_ELIMINADO_el_domicilio_[2], del periodo 

comprendido del sexto bimestre del 2017 dos mil diecisiete al quinto 

bimestre del 2024 dos mil veinticuatro dos mil veinticuatro, contenido 

en la impresión del adeudo exhibido por la parte actora.” 

 

Inconforme con lo anterior, la demandante interpuso recurso de 

reclamación en que esta Sala Superior modificó el anterior acuerdo, para en su 

lugar hacer prevalecer el siguiente: 

 

“Se tiene como actos impugnados:  

La determinación del crédito fiscal por concepto del 

impuesto predial del inmueble con cuenta predial 
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[No.14]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_per

sona_relacionada_con_un_procedimiento_administrativo_[76], 

ubicado en [No.15]_ELIMINADO_el_domicilio_[2], del periodo 

comprendido del sexto bimestre del 2017 dos mil diecisiete al 

quinto bimestre del 2024 dos mil veinticuatro, contenido en la 

impresión del adeudo exhibido por la parte actora; así como la 

determinación del valor fiscal del inmueble relativo a la mencionada 

cuenta predial.” 

 

Al respecto, la sentencia recurrida encontró infundada la causal de 

improcedencia que la demandada hizo consistir en que la resolución administrativa 

impugnada no constituye una resolución definitiva al no contener la ultima voluntad 

de la autoridad porque la actora no presentó solicitud previamente, al considerar la 

Sala Unitaria, que la actora exhibió el Estado de Cuenta del crédito fiscal por 

adeudo de impuesto predial en cantidad líquida, al constituirse en una contribución 

en su modalidad de derecho a cargo de particular, imponiendo un crédito fiscal al 

demandante, lo cual general una afectación real y directa. 

 

Siguió la sentencia, en el sentido de que analizando el concepto de 

impugnación sobre la prescripción, en que el acto controvertido consiste en la 

determinación del crédito fiscal por concepto de impuesto predial, respecto del 

inmueble ubicado en la [No.16]_ELIMINADO_el_domicilio_[2], Jalisco; sexto 

periodo bimestral de 2017 hasta cuarto bimestre de 2019 aplicables conforme a su 

temporalidad, y que al no haber demostrado la autoridad demandada, la existencia 

de gestiones de cobro legalmente practicadas con las formalidades esenciales de 

ley, quedó prescrita la obligación tributaria. 

 

Que por lo anterior, declaró la sala unitaria, la nulidad lisa y llana de 

la determinación del impuesto predial del sexto bimestre del 2017 dos mil 

diecisiete al cuarto bimestre del 2019 dos mil diecinueve. 

 

En cuanto a la determinación del crédito fiscal por adeudo del 

impuesto predial, la Sentencia estableció que la actora se dolió de la falta de 
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fundamentación y motivación, que o circunstanció cómo fue que determinó el valor 

fiscal, esto es, los métodos y operaciones realizadas para arribar a tal 

determinación, por lo que declara su nulidad para el efecto de que la autoridad 

emita una nueva resolución, o bien decida no hacerlo, en el entendido que, de 

hacerlo, deberá subsanar los vicios formales de los cuales encontró adolecidos. 

 

Como se adelantó, es fundado el agravio en comentario, por cuanto 

refiere, la sentencia recurrida no atendió la totalidad de alegaciones que en su 

demanda expuso la actora aquí recurrente, por lo que es necesario traer a relación 

un resumen de lo que alegó en sus conceptos de impugnación en que 

esencialmente dijo lo siguiente: 

 

-Primero; que se le determinó un crédito fiscal por adeudo de 

impuesto predial sin haberse actualizado todos los elementos de la 

contribución, pues niega lisa y llanamente que se actualicen, que es 

obligación de la demandada desvirtuar esa negativa, lo que, dice, trae la 

declaratoria de nulidad del acto impugnado y que se le libere de la 

obligación de pago del crédito fiscal. 

 

-Bajo un segundo concepto de impugnación alega que la 

demandada determinó ilegal e inconstitucionalmente el valor de su 

inmueble al no acreditar haber seguido el procedimiento de ley y que ello 

le beneficia con la nulidad lisa y llana de las resoluciones impugnadas. 

 

-Agregó que niega lisa y llanamente la existencia de 

constancias que integren el procedimiento de valuación y avaluó del 

inmueble, como tampoco resolución final determinante del valor fiscal, que 

esa negativa obliga a la autoridad a desvirtuarla, de no hacerlo afirme que 

el crédito fiscal impugnado es ilegal y debe emitirse sentencia que declare 

la nulidad lisa y llana del crédito fiscal impugnado y se le libere de la 

obligación de pago, insistiendo en la inexistencia del procedimiento de 

avalúo y determinación de valor fiscal. 
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-Con un concepto de impugnación tercero, planteó la 

prescripción del crédito fiscal impugnado y caducidad de las facultades de 

la autoridad. 

 

Como de las alegaciones expuestas en los conceptos de impugnación 

primero y segundo relatadas en párrafos precedentes se colige que la pretensión 

principal de la parte actora es librarse del pago del impuesto predial básicamente 

por negar que se hubieran dado todos los elementos del tributo, que los niega lisa 

y llanamente, que por ello, la autoridad demandada tenía la obligación de acreditar 

que dichos elementos si se actualizaron, así como también la negación de su parte, 

respecto a la existencia del procedimiento de valuación y avalúo del inmueble, 

como de la resolución final determinante del valor fiscal, a la que también asevera 

que la autoridad está obligada a desvirtuar. 

 

Afirmaciones de las que la Sala de origen no se ocupó, sino que 

atendió primeramente el concepto de impugnación tercero para proceder a 

encontrar prescrita la obligación de pago y del cobro, respecto a ese impuesto 

predial a partir del sexto bimestre del año 2017 dos mil diecisiete y hasta el cuarto 

bimestre del año 2019 dos mil diecinueve, y declaró la nulidad lisa y llana de la 

determinación del impuesto predial por esos periodos. 

 

Así mismo, la sentencia se ocupó de la determinación de liquidación 

de crédito fiscal en el sentido de que la parte actora alegó falta de fundamentación 

y motivación, lo cual es verídico, empero, no fue lo único que alegó el demandante, 

sino que además pretendió liberarse de la obligación de pago de dicho impuesto 

bajo las aseveraciones ya abordadas en párrafos anteriores, afirmaciones cuyo 

abordamiento omitió la A quo, de ahí lo fundado del agravio expuesto en su escrito 

de recurso de apelación que nos ocupa. 

 

Sin embargo, resulta inoperante a la postre, dado que no le asiste la 

razón en cuanto a su pretensión de liberarse de la obligación de pago del impuesto 

predial bajo pretexto de negar la existencia de los elementos de ese tributo y que 

al negarlos la autoridad tenga la obligación de demostrarlos en juicio, que al no 
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acreditarlo la demandada, traiga aparejada esa liberación de pago bajo una errónea 

interpretación del numeral 94 fracción XI de la Ley de Hacienda Municipal del 

Estado de Jalisco, mismo que a la letra establece lo siguiente: 

 

Artículo 94.- La determinación de la base del impuesto predial se sujetará a 

las siguientes disposiciones: 

 

I. La base de este impuesto será el valor fiscal de los predios y de las 

construcciones o edificaciones; 

 

II. El valor fiscal deberá ser determinado y declarado por los contribuyentes, 

a más tardar el último día del mes de febrero de cada año; 

 

III. Asimismo, el valor fiscal deberá ser determinado y declarado por los 

contribuyentes, dentro de los dos meses siguientes a la fecha en que ocurra 

alguna modificación de los predios o, en su caso, de las construcciones; 

 

IV.   Los contribuyentes determinarán y declararán el valor fiscal en los 

formatos autorizados; 

 

5.  La determinación y declaración del valor fiscal deberá comprender las 

superficies, tanto del terreno como de las construcciones permanentes 

realizadas en el mismo, aún cuando un tercero tenga derecho sobre ellas; 

 

6.  Para determinar el valor fiscal se estará al valor de los predios y en su caso 

de las construcciones, mismo que deberá apegarse al valor real, 

considerando a éste como el que rija en el mercado, por metro cuadrado, 

durante el último bimestre del año inmediato anterior; 

 

7.  La autoridad catastral deberá proporcionar a los contribuyentes que así lo 

soliciten, los valores y demás datos de los predios de su propiedad existentes 

en dicha dependencia, para la elaboración de la citada determinación  y 

declaración; 

 

8.  Si el causante acepta tanto los valores como los datos proporcionados por la 

autoridad catastral, así como la determinación del valor fiscal y la liquidación 

correspondiente para el impuesto predial, podrá optar por efectuar el pago, 

con lo cual se tendrá por cumplida la obligación de la declaración, sin 

necesidad de ningún otro aviso o manifestación; y sin perjuicio de poder 

intentar las acciones a que se refiere el artículo 55 de esta Ley; 

 

9.  Cuando el causante no acepte los valores o alguno de los datos 

proporcionados por la autoridad catastral, podrá solicitar la rectificación de 

los mismos; 
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X. Si la resolución emitida por la autoridad catastral con motivo de la 

rectificación solicitada por el causante tampoco fuere aceptada, el 

contribuyente podrá presentar ante la Tesorería o Hacienda Municipal, un 

avalúo por su cuenta y costo, que comprenda las características 

particulares del inmueble a valor real, y que sea realizado por perito 

valuador acreditado en los términos de la Ley de Catastro Municipal; 

 

XI. Si el contribuyente incumple con lo establecido en las fracciones I, II, III y 

IV de este artículo, o bien los valores declarados y determinados sean 

inferiores a los valores de mercado, la Tesorería o Hacienda Municipal 

procederá a determinar el valor fiscal del predio y construcciones, con base 

en los datos del inmueble que proporcione la autoridad catastral, aplicando 

las tablas de valores unitarios aprobados por el Congreso del Estado, y 

publicados en los términos de la Ley de Catastro Municipal; y 

 

XII. La aprobación y publicación de las tablas de valores unitarios a que se 

refiere la fracción anterior, deberán ser anteriores a la fecha de publicación 

de la Ley de Ingresos Municipal para el ejercicio fiscal en que las mismas 

vayan a tener vigencia. En caso de que no se publiquen tablas de valores 

para ese ejercicio fiscal, regirán los valores que hubieran sido aplicados en el 

ejercicio fiscal inmediato anterior. 

 

 

De la inserción precedente se colige que el precepto legal en cita 

establece las reglas a las que se sujeta la determinación de la base del impuesto 

predial, como es, que la misma será el valor fiscal de los predios y sus 

construcciones, comprendiendo sus superficies, que debe determinarse y 

declararse por los contribuyentes, en los formatos autorizados, a más tardar el 

último día del mes de febrero de cada año, al igual que dentro de los dos primeros 

meses en que se le realice alguna modificación a predios o construcciones, 

apegándose al valor real, esto es, el que rija en el mercado, por metro cuadrado 

durante el último bimestre del año inmediato anterior. 

 

También, que cuando los contribuyentes se lo soliciten, la autoridad 

les proporcionará los valores y demás datos de los predios de su propiedad para 

que los primeros elaboren su propia determinación y declaración del impuesto 

predial, por lo que, si dicho ciudadano acepta tanto los valores como los datos 

proporcionados por la autoridad, así como la determinación del valor fiscal y la 

liquidación correspondiente para el impuesto predial, puede realizar el pago, con lo 
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que se le tendría por cumplida la obligación de la declaración, sin que ello le limite 

a intentar las acciones previstas en el artículo 55 de la legislación invocada. 

 

En caso contrario, esto es, que si el contribuyente no acepta los 

valores o alguno de los datos proporcionados a su solicitud, puede solicitar a la 

autoridad catastral, ahora, una rectificación, empero, si el causante tampoco acepta 

la resolución a esa solicitud de rectificación, puede entonces, presentar un avaluó 

por su cuenta y costo por perito acreditado. 

 

Prevé a su vez, la porción normativa en cita, que si el contribuyente 

no cumple su obligación de determinar y declarar el valor fiscal de su inmueble y 

construcciones del mismo o bien, cumpliéndola, pero que los valores declarados y 

determinados sean inferiores a los valores del mercado, la Tesorería o Hacienda 

Municipal procederá a determinarlos basándose en los datos proporcionados por la 

autoridad catastral y aplicando las tablas de valores unitarios aprobadas y 

publicadas con anterioridad a la fecha de publicación de la Ley de Ingresos 

Municipal para el ejercicio fiscal en que las mismas vayan a tener vigencia, en caso 

de no publicarse, se aplicaran las aplicadas en el ejercicio fiscal inmediato anterior.  

 

En ese orden de ideas, el imperativo en análisis no prevé carga alguna 

a la autoridad, en cuanto a imponerle la obligación de notificarle al contribuyente la 

resolución mediante la cual determinó el valor fiscal de los inmuebles sujetos del 

impuesto predial como erróneamente estima la actora, pues como del análisis al 

artículo 94 de la Ley de Hacienda Municipal citada se desprende, éste no prevé tal 

aseveración. 

 

De tal modo que, los efectos del fallo definitivo, en los términos del 

artículo 76, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Jalisco, no podría 

liberar al contribuyente de la obligación de pago por las alegaciones que asevera, 

pues el primer párrafo de este numeral dispone que la sentencia que declare la 

nulidad de un acto o resolución tendrá por objeto nulificar las consecuencias 

de éste y, en su caso, restituir al particular en el goce del derecho violado, 

restableciendo las cosas al estado que guardaban antes de que hubiere 
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ocurrido el acto o resolución impugnada cuando el acto fuere de carácter 

positivo; y cuando fuere de carácter negativo, tendrá el efecto de obligar a la 

autoridad responsable a que subsane las omisiones en que hubiere incurrido. 

  

Es decir, no podría tener mayores alcances que los del propio acto 

administrativo impugnado, sin poder liberar del pago cuya obligación nació con 

motivo de leyes vigentes, y que no fueron combatidas en su momento. 

 

A mayor abundamiento, conviene resaltar que no pasa desapercibido por 

este juzgador, que a través de la reforma en materia de derechos humanos del año 

2011 dos mil once, se ha asegurado que todas las autoridades del país (incluyendo 

a las Salas Unitarias, y a la Sala Superior de este Tribunal de Justicia 

Administrativa), dentro del ámbito de sus competencias, nos encontramos 

obligadas no solo a velar por los derechos humanos contenidos en la Constitución 

Federal, sino también por aquellos contenidos en los instrumentos internacionales 

celebrados por el Estado Mexicano, adoptando en primer lugar, la interpretación 

más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la doctrina 

como principio pro persona, y en su caso, efectuar un Control Difuso de 

Constitucionalidad y/o Convencionalidad.  

 

En este sentido, el Poder Judicial de la Federación ha dicho, que el c itado 

control debe adecuarse al sistema constitucional mexicano existente, 

determinando que si bien los jueces nacionales del orden común no pueden hacer 

declaración general sobre la invalidez o expulsar del orden jurídico las normas que 

consideren contrarias a los derechos humanos contenidos en la Constitución y en 

los tratados (como si sucede en las vías de control establecidas expresamente en 

los artículos 103, 105 y 107 de la Constitución), si están obligados a dejar de aplicar 

las normas inferiores dando preferencia a las contenidas en la Constitución y en 

los tratados en la materia, pues es en la función jurisdiccional, como está indicado 

en la última parte del articulo 133 en relación con el artículo 1º constitucionales, 

donde los jueces están conminados a preferir los derechos humanos contenidos 

en la Constitución y en los tratados internacionales, aun a pesar de las 

disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior.  
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El parámetro de análisis de este tipo de control que deberán ejercer todos 

los jueces del país, se integra por todos los derechos humanos contenidos en la 

Constitución Federal, así como por la jurisprudencia emitida por los órganos que 

integran el Poder Judicial de la Federación; todos los derechos humanos 

contenidos en tratados internacionales en los que el Estado Mexicano sea parte; 

los criterios vinculantes de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

derivados de las sentencias en las que el Estado Mexicano haya sido parte; y los 

criterios orientadores de la jurisprudencia y precedentes de la citada Corte, cuando 

el Estado Mexicano no haya sido parte.  

 

Lo anterior implica que a efecto de comparar una norma que se alega 

contraria a los derechos fundamentales de los gobernados, con la propia 

Constitución, para establecer si esta se apega o no a su contenido, deberán 

remitirse a lo dispuesto, entre otras cosas, a la jurisprudencia emitida por los 

Tribunales Constitucionales del Estado Mexicano, tomando y haciendo suyos los 

criterios ahí contenidos para normar su actuar.  

 

Sin embargo, por lo que ve al régimen local instaurado por los 

Tribunales Constitucionales, ha sido criterio reiterado por el Poder Judicial de la 

Federación, de que las normas jurídicas surten sus efectos en tanto no sean 

declaradas contraventoras de la constitución o de algún tratado 

internacional, esto a través del medio de control constitucional 

correspondiente. 

 

Siendo importante reconocer, que los efectos y alcances de las sentencias 

emitidas por un Tribunal Constitucional varían acorde al proceso en el cual se 

emiten, y según la violación constitucional que se advierta en el caso en concreto.  

 

Así, las pretensiones de los reclamantes, la naturaleza y objeto del 

proceso, marcan la pauta de las consecuencias de la sentencia emitida: ya sea la 

declaración de una inconstitucionalidad, el reconocimiento de la lesión a un 

derecho fundamental, y el restablecimiento del mismo.  
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Esto se ha visto reflejado en criterios asumidos por el Alto Tribunal al 

conocer de los asuntos de su competencia.  

 

Se invoca de forma ilustrativa, la siguiente tesis aprobada por el Cuarto 

Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con 

Residencia en Guadalajara, Jalisco, la cual se identifica con la clave (III Región) 

4o.57 A (10a.), la cual se encuentra visible en el Semanario Judicial de la 

Federación, en la página 2675, Libro 15, febrero de 2015 dos mil quince, Tomo III, 

y que reza:  

 

“DEVOLUCIÓN DE PAGO DE LO INDEBIDO. SON 

INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN EL 

AMPARO DIRECTO, EN LOS QUE SE HAGA VALER LA 

INCONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS FISCALES CON 

MOTIVO DE SU APLICACIÓN, DERIVADO DE LA SOLICITUD 

RELATIVA, SI INVOLUCRAN EL IMPUESTO PAGADO CON 

ANTERIORIDAD A QUE ÉSTA SE FORMULÓ, AL NO PODER 

CONCRETARSE LOS EFECTOS DE UNA EVENTUAL 

CONCESIÓN DE LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL, DADO 

QUE ÉSTOS ÚNICAMENTE TRASCENDERÍAN A ESE ACTO Y 

HACIA EL FUTURO. El amparo contra normas generales tiene 

ciertas diferencias dependiendo de si se tramita en la vía indirecta o 

en la directa; la principal es la relativa a los efectos del 

pronunciamiento sobre la inconstitucionalidad de aquéllas, pues en 

el amparo directo son que se deje insubsistente la sentencia que en 

ellas se funda y se emita otra en la cual no se apliquen, pero si su 

aplicación se realizó en el acto originalmente impugnado ante la 

autoridad jurisdiccional, el efecto será dejarlo insubsistente para que 

se emita uno nuevo apegado a la ejecutoria de amparo. En cambio, 

en el juicio tramitado en la vía indirecta, la declaratoria de 

inconstitucionalidad de la norma tiene como efecto dejar 

insubsistente el acto de aplicación y que en lo futuro no pueda 
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volverse a aplicar al quejoso. Ahora bien, la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que la concesión 

de la protección de la Justicia Federal solicitada tiene efectos 

restitutorios, por tanto, trascenderá en ese acto de aplicación y hacia 

el futuro, pero no podrá tener efectos retroactivos en la esfera de 

derechos del quejoso, es decir, sobre actos de aplicación pasados y 

distintos de los que motivaron la demanda en el juicio origen del 

amparo directo. Bajo esta perspectiva, precisó, si una solicitud de 

devolución de pago de lo indebido se realizó con motivo de un 

impuesto cuya constitucionalidad a la postre se cuestiona en amparo 

directo, de llegarse a considerar inconstitucionales las normas en 

que se sustenta esa promoción, la concesión de la protección 

aplicaría a partir de esa fecha y hacia adelante, por lo cual no 

alcanzaría a los actos de aplicación de las disposiciones reclamadas, 

realizados en el pasado, distintos de los que motivaron la demanda 

de amparo, como son los pagos del impuesto hechos en fecha 

anterior a la solicitud de devolución controvertida en el juicio 

contencioso administrativo. Tales consideraciones fueron acuñadas, 

por motivos similares, al resolver los amparos directos en revisión 

556/2007, 2832/2011, 81/2012, 2976/2012 y 1118/2013, en sesiones 

de 23 de mayo de 2007, 18 de enero y 25 de abril de 2012, 10 de 

abril y 5 de junio de 2013, respectivamente, por unanimidad de cinco 

votos, con excepción del tercero de ellos, decidido por unanimidad 

de cuatro votos y, del último, por mayoría de cuatro. Asimismo, 

conviene mencionar que sobre el tema, la Primera Sala del Alto 

Tribunal, en la tesis 1a. CCCI/2014 (10a.), publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación del viernes 22 de agosto de 

2014 a las 9:33 horas y en su Gaceta, Décima Época, Libro 9, Tomo 

I, agosto de 2014, página 523, de título y subtítulo: "AMPARO 

DIRECTO EN EL QUE SE IMPUGNEN NORMAS DE CARÁCTER 

GENERAL. LOS EFECTOS DE LA PROTECCIÓN FEDERAL 

DECRETADA CONTRA UNA SENTENCIA DICTADA POR UN 

TRIBUNAL, AL CONSIDERARSE INCONSTITUCIONAL UNA 
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NORMA TRIBUTARIA APLICADA AL DAR RESPUESTA A UNA 

SOLICITUD DE DEVOLUCIÓN DE CONTRIBUCIONES, NO DA, EN 

AUTOMÁTICO, DERECHO A LA ENTREGA DE LAS CANTIDADES 

PAGADAS CON MOTIVO DE ESA NORMA FISCAL.", recordó, en 

coincidencia con la Segunda Sala, que la protección constitucional 

que llegare a otorgarse en amparo directo únicamente puede tener 

como efecto la declaración de inconstitucionalidad de la sentencia 

reclamada, a efecto de que el quejoso obtenga una resolución 

favorable del tribunal de lo contencioso administrativo en relación 

con la pretensión principal que hizo valer en el juicio respectivo, es 

decir, la protección constitucional no puede otorgar más derechos de 

los que se ventilan en el juicio natural, por lo que la declaratoria de 

inconstitucionalidad de la ley fiscal no tiene ni puede tener los 

mismos efectos que se producen en los juicios de amparo indirecto 

en los que el acto destacado es la propia norma tributaria. Así, 

estableció que en ese tipo de resoluciones anulatorias por razones 

de legalidad, pero sustentadas en la declaratoria de 

inconstitucionalidad decretada en un juicio de amparo directo, no 

pueden incluirse también, como parte del beneficio del 

contribuyente, los hechos que se hubieran realizado con 

anterioridad, aun cuando le hayan ocasionado una afectación en su 

esfera jurídica, pues al haberse realizado en cumplimiento de una 

norma vigente y de observancia obligatoria, solamente podrían 

haberse subsanado mediante la protección constitucional obtenida 

en un juicio de amparo indirecto, toda vez que en el directo no 

pueden otorgarse más derechos de los que se ventilan en el juicio 

natural. Por tanto, son inoperantes los conceptos de violación en el 

amparo directo, en los que se haga valer la inconstitucionalidad de 

normas fiscales con motivo de su aplicación, derivado de una 

solicitud de devolución de pago de lo indebido, si involucran el 

impuesto pagado con anterioridad a que ésta se formuló, al no poder 

concretarse los efectos de la eventual concesión de amparo que, 

como se señaló, únicamente trascenderían a ese acto de aplicación 
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(solicitud de devolución) y hacia el futuro, por lo que no podrían 

abarcar el pago realizado con anterioridad a la petición cuya 

respuesta se impugnó en el juicio contencioso administrativo.” 

 

Siendo importante mencionar, que tal determinación es acorde al derecho 

fundamental de acceso a la justicia que se encuentra previsto, en el artículo 17, del 

Pacto Federal, pues tal prerrogativa se encuentra sujeta a que se promuevan los 

mecanismos de defensa bajo las formalidades y términos que establecen las 

Leyes.  

 

Al respecto se invoca de forma ilustrativa, la siguiente jurisprudencia 

aprobada por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa y del Trabajo 

del Décimo Primer Circuito, la cual se identifica con la clave XI.1o.A.T. J/1 (10a.), 

y que se encuentra visible en el Semanario Judicial de la Federación, en la página 

699, Libro XXVI, Noviembre de 2013, Tomo 1.  

 

“…ACCESO A LA JUSTICIA. ES UN DERECHO LIMITADO, POR 

LO QUE PARA SU EJERCICIO ES NECESARIO CUMPLIR CON 

LOS PRESUPUESTOS FORMALES Y MATERIALES DE 

ADMISIBILIDAD Y PROCEDENCIA, ASÍ COMO DE 

OPORTUNIDAD PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA 

DE AMPARO. Todos los Jueces mexicanos deben partir de los 

principios de constitucionalidad y convencionalidad y, por 

consiguiente, en un primer momento, realizar la interpretación 

conforme a la Constitución y a los parámetros convencionales, de 

acuerdo con el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, incluso de oficio. En función de ello, y conforme 

al principio pro personae (previsto en el artículo 29 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos conocida como Pacto de San 

José de Costa Rica), que implica, inter alia, efectuar la interpretación 

más favorable para el efectivo goce y ejercicio de los derechos y 

libertades fundamentales, conforme a los artículos 17 constitucional; 

8, numeral 1 y 25, numeral 1, de la citada convención, el derecho 
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humano de acceso a la justicia no se encuentra mermado por la 

circunstancia de que las leyes ordinarias establezcan plazos para 

ejercerlo, porque tales disposiciones refieren que toda persona tiene 

derecho a ser oída con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable por un Juez o tribunal competente; sin embargo, ese 

derecho es limitado, pues para que pueda ser ejercido es necesario 

cumplir con los presupuestos formales y materiales de admisibilidad 

y procedencia para ese tipo de acciones, lo cual, además, brinda 

certeza jurídica. De igual forma, no debe entenderse en el sentido 

de que puede ejercerse en cualquier tiempo, porque ello se traduciría 

en que los tribunales estarían imposibilitados para concluir 

determinado asunto por estar a la espera de saber si el interesado 

estará conforme o no con la determinación que pretendiera 

impugnarse, con la consecuencia de que la parte contraria a sus 

intereses pudiera ver menoscabado el derecho que obtuvo con el 

dictado de la resolución que fuera favorable, por ello la ley fija plazos 

para ejercer este derecho a fin de dotar de firmeza jurídica a sus 

determinaciones y lograr que éstas puedan ser acatadas. De ahí que 

si el gobernado no cumple con uno de los requisitos formales de 

admisibilidad establecidos en la propia Ley de Amparo, y la demanda 

no se presenta dentro del plazo establecido, o los quejosos no 

impugnan oportunamente las determinaciones tomadas por la 

autoridad responsable, ello no se traduce en una violación a su 

derecho de acceso a la justicia, pues éste debe cumplir con el 

requisito de procedencia atinente a la temporalidad, por lo que 

resulta necesario que se haga dentro de los términos previstos para 

ello, ya que de no ser así, los actos de autoridad que se impugnen y 

respecto de los cuales no existió reclamo oportuno, se entienden 

consentidos con todos sus efectos jurídicos en aras de dotar de 

firmeza a dichas actuaciones y a fin de que los propios órganos de 

gobierno puedan desarrollarse plenamente en el ámbito de sus 

respectivas competencias, sin estar sujetos interminablemente a la 

promoción de juicios de amparo…” 
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Con la tesitura abordada, ante lo fundado pero inoperante del único 

agravio referido, se confirma la sentencia recurrida para que siga rigiendo su 

sentido. 

 

ACCESO A LA INFORMACIÓN PÚBLICA FUNDAMENTAL, 

RENDICIÓN DE CUENTAS Y CONSTRUCCIÓN DE UN ESTADO 

DEMOCRÁTICO DE DERECHO 

 

 Con fundamento en los artículos 6, 16 segundo párrafo, 17 y 116 

fracciones V y IX de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 70 

fracción XXXVI de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información 

Pública; 5 fracciones I y III y último párrafo, y 22 fracciones I, IV, y VIII de la Ley 

General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 6, 

7 fracciones III, IV, VII y VIII, 91 segundo párrafo y 93 de la Ley General  de 

Responsabilidades Administrativas; 8° párrafo 1 fracción VII de la Ley de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública del estado de Jalisco y sus 

Municipios, 4° párrafo 1 fracciones I y III y párrafo 2, y 15 párrafo 1 fracciones I, II, 

V, y VIII de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos 

Obligados del estado de Jalisco y sus Municipios; y 4 inciso m) de la Ley de 

Procedimiento Administrativo del estado de Jalisco; se hace del conocimiento a 

las partes que la presente sentencia es información pública fundamental, por 

lo que este Tribunal se encuentra obligado a ponerla a disposición del público y 

mantenerla actualizada, a través de las fuentes de acceso público al alcance de 

este órgano constitucional autónomo. 

 

Lo anterior es así debido a que corresponde a la competencia 

constitucional de este Tribunal, la impartición de justicia especializada en dirimir las 

controversias que se susciten entre la administración pública local y municipal y los 

particulares; así como imponer, en los términos que disponga la ley, las sanciones 

a los servidores públicos locales y municipales por responsabilidad administrativa 

grave, y a los particulares que incurran en actos vinculados con faltas 

administrativas graves; así como fincar a los responsables el pago de las 
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indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que 

afecten a la Hacienda Pública Estatal o Municipal o al patrimonio de los entes 

públicos locales o municipales; materias cuyas disposiciones son de orden público 

e interés social pues se refieren a los mecanismos constitucionales dl combate a la 

corrupción, la preservación de la seguridad jurídica, el fomento de la cultura de la 

legalidad y del Estado democrático de derecho, así como la rendición de cuentas 

de todas las autoridades por medio de la transparencia y el acceso a la información.  

 

  De esta forma, los artículos 70 fracción XXXVI de la ley General de 

Transparencia y Acceso a la Información Pública y 8° párrafo 1 fracción VII de la 

Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del estado de Jalisco y sus 

Municipios, al ser disposiciones de orden público y de observancia obligatoria, 

imponen a las Salas de este Tribunal la obligación de hacer públicas las 

resoluciones y laudos que se emitan en procesos o procedimientos seguidos en 

forma de juicio, incluso aquellos que no hayan causado estado o ejecutoria; sin que 

por ello se estime vulnerado el derecho de privacidad, pues el interesado en que se 

suprima la información  que la Ley clasifica como confidencial, podrá acudir a 

ejercicio de los derechos ARCO previsto en los artículos 43 de la Ley General de 

Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados del Estado de 

Jalisco y sus Municipios, lo anterior es así pues la finalidad de las disposiciones 

legales referidas con antelación es garantizar el acceso de toda persona a la 

información gubernamental, debiéndose favorecer en principio de máxima 

publicidad y disponibilidad de la información en posesión de los sujetos obligados, 

que sólo puede restringirse de manera excepcional bajo criterios de razonabilidad 

y proporcionalidad, con el fin de que no se impida el ejercicio de aquel derecho en 

su totalidad; estimar lo contrario conculcaría los principios constitucionales de 

transparentar y dar publicidad al actuar de las autoridades del Estado Mexicano y 

de los particulares involucrados voluntariamente en asuntos públicos, así como 

promover la rendición de cuentas en la construcción de un Estado democrático de 

derecho, basado en una cultura de la legalidad.    
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Ergo, con fundamento en los artículos 89, al 95 y demás aplicables a 

la Ley de Justicia Administrativa para el Estado, se concluye la presente 

controversia, con los siguientes: 

 

R E S O L U T I V O S 

 

PRIMERO. - Se declara fundado pero inoperante el único agravio 

hecho valer por la Parte Actora [No.17]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1], 

Abogado Patrono de [No.18]_ELIMINADO_el_nombre_completo_[1], Parte Actora 

en contra de la sentencia definitiva dictada el 10 diez de septiembre del año 2025 

dos mil veinticinco, que declaró la prescripción del cobro y la nulidad del acto 

administrativo impugnado en el presente Juicio en Materia Administrativa 

[No.19]_ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relaciona

da_con_un_procedimiento_administrativo_[76]. 

 

  SEGUNDO. - Se confirma la sentencia recurrida.  

 

NOTIFÍQUISE. 

Así lo resolvió la Sala Superior del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Jalisco, por unanimidad de votos, de los Magistrados Avelino Bravo 

Cacho (Presidente), José Ramón Jiménez Gutiérrez y Fany Lorena Jiménez 

Aguirre (Ponente) ante el Secretario General de Acuerdos Sergio Castañeda Fletes, 

quien autoriza y da fe.-------------------------------------------------------------------------------- 

 

 

 

 

 

 Magistrado AVELINO BRAVO CACHO                Magistrada FANY LORENA JIMÉNEZ AGUIRRE 

                           Presidente                                                                         Ponente                                                                     
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Magistrado JOSÉ RAMÓN JIMÉNEZ GUTIÉRREZ        

 

 

 

 

SERGIO CASTAÑEDA FLETES 

Secretario General de Acuerdos 

 

 

 

JMVR



 

 
 

 

 
 

Avenida Lázaro Cárdenas 2305 Zona 1, interior L-11 y L-101 Colonia Las Torres  

Código Postal 44920 Guadalajara, Jalisco (33)36-48-16-70 Y 3648-1679 

 

FUNDAMENTACION LEGAL 

*LGPPICR. Lineamientos Generales para la Protección de la Información Confidencial y 

Reservada que deberán observar los Sujetos Obligados previstos en la Ley de Transparencia 

y Acceso a la Información Pública del Estado de Jalisco y sus Municipios. 

 

No.1 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_proce

dimiento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos 

administrativos y/o jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo 

fracción VII de los LGPPICR*. 

 

No.2 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_proce

dimiento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos 

administrativos y/o jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo 

fracción VII de los LGPPICR*. 

 

No.3 ELIMINADO_el_nombre_completo en 2 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.4 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_proce

dimiento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos 

administrativos y/o jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo 

fracción VII de los LGPPICR*. 

 

No.5 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.6 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.7 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_proce
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dimiento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos 

administrativos y/o jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo 

fracción VII de los LGPPICR*. 

 

No.8 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_proce

dimiento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos 

administrativos y/o jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo 

fracción VII de los LGPPICR*. 

 

No.9 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_proce

dimiento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos 

administrativos y/o jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo 

fracción VII de los LGPPICR*. 

 

No.10 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_proce

dimiento_administrativo en 2 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos 

administrativos y/o jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo 

fracción VII de los LGPPICR*. 

 

No.11 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_proce

dimiento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos 

administrativos y/o jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo 

fracción VII de los LGPPICR*. 

 

No.12 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_proce

dimiento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos 

administrativos y/o jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo 

fracción VII de los LGPPICR*. 
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No.13 ELIMINADO_el_domicilio en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.14 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_proce

dimiento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos 

administrativos y/o jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo 

fracción VII de los LGPPICR*. 

 

No.15 ELIMINADO_el_domicilio en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.16 ELIMINADO_el_domicilio en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.17 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.18 ELIMINADO_el_nombre_completo en 1 renglon(es) por ser un dato identificativo de 

conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo fracción I de los LGPPICR*. 

 

No.19 

ELIMINADA_la_información_correspondiente_a_una_persona_relacionada_con_un_proce

dimiento_administrativo en 1 renglon(es) por ser un dato sobre procedimientos 

administrativos y/o jurisdicionales  de conformidad con el lineamiento quincuagésimo octavo 

fracción VII de los LGPPICR*. 

 


